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Por varias décadas, las democracias pudieron vivir sin la 
exigencia de la transparencia de sus gobiernos; en los úl-
timos 30 años este binomio ha desarrollado una relación 
cada vez más penetrante, a tal grado que en la actualidad 
no se puede concebir a la democracia sin la transparen-
cia. Así, ésta se ha convertido en un valor fundamental en 
las democracias de nuestra época.

En este sentido es primordial tener una definición de de-
mocracia para este trabajo. Se comenzará por una defini-
ción básica, “cuando se habla de democracia, en cuanto 
contrapuesta a todas las formas de gobierno autocrático, 
es considerarla como un conjunto de reglas (primarias 
o fundamentales) que establecen quién está autorizado 
para tomar las decisiones colectivas y bajo qué procedi-
mientos” (Bobbio, 2001: 24).

Las discusiones, los conflictos y las alianzas alrededor de 
estas cuestiones fundamentales para la democracia de-
terminan cuáles son las necesidades “reales” (socialmen-
te definidas) que un país decide satisfacer, ignorar o repri-
mir. “La política, incluso por cierto la política democrática, 
es tanto conflicto como consenso” (O’Donnell, 2003: 113). 
Al final de cuentas, así se construyen los diálogos y la de-

Introducción
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mocracia en sí, a través de ponerse de acuerdo para llegar 
a un consenso. No hay democracias perfectas, en ningún 
país existe tal hecho, por lo que día a día se construyen.

De esta manera, cuando se hace referencia a la democra-
cia ampliada (O’Donnell, 2003), estamos hablando tanto 
de los ciudadanos como de las instituciones democráticas, 
elementos primordiales para el bienestar de los agentes.1

En este sentido, cuando nos referimos a la calidad de la 
democracia, básicamente nos enfocamos al bienestar del 
agente, el hecho de que el ciudadano viva en un ambien-
te democrático ampliado, ésa es precisamente la calidad 
de la democracia.

Para ello se establecen tres dimensiones en las que esen-
cialmente el agente debe de desarrollarse dentro de un 
ambiente democrático: la primera es el gobierno de la 
ley (rule of law); la segunda dimensión es la rendición de 
cuentas (accountability) y la tercera concierne a la recipro-
cidad (responsiveness) o correspondencia de las decisio-
nes políticas, a los deseos ciudadanos y la sociedad civil en 
general. “Las últimas dos dimensiones son de naturaleza 
sustantiva: la primera es el respeto pleno de los derechos 
que se extienden a lo largo de un espectro de libertades; la 
segunda es la implementación progresiva de mayor igual-
dad política, social y económica” (Morlino, 2005: 39).

El gobierno de ley (rule of law) es una de las dimensiones 
importantes en la calidad de la democracia, básicamente 
se refiere a las garantías que el gobierno le demuestra 
al agente por medio de la aplicación eficiente del siste-
ma legal en la resolución justa de disputas legales y en la 
responsabilidad política demandada por los electores, las 

1 Un agente es alguien dotado de razón práctica: usa su capacidad cognitiva y motivacional para deci-
dir opciones que son razonables en términos de su situación y sus metas, de las cuales, salvo prueba 
terminante en contrario, es el/la mejor juez/a. Esta capacidad hace de él/ella un agente moral, en el 
sentido de que normalmente se sentirá responsable por sus opciones y por las consecuencias que 
siguen directamente de ellas (O’Donnell, 2003: 59).
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estructuras intermedias, las asociaciones y otros órganos 
que hacen a un régimen democrático. Eso es, precisa-
mente, lo que se espera de esta dimensión.

Se espera que un gobierno de ley efectivo sea indispen-
sable para una buena democracia. El gobierno de ley se 
vincula con la libertad en el respeto a todas aquellas leyes 
que directa o indirectamente sancionan esos derechos y 
su correcta realización. Como se verá en las dos siguientes 
secciones, la libertad, la igualdad y la rendición de cuentas 
no se pueden obtener si el respeto de la ley no es efectivo 
o el gobierno y la administración no garantizan la eficacia 
decisional. Éstos son los presupuestos fundamentales para 
establecer y llevar a cabo políticas democráticas de calidad 
en nuestros países, particularmente los latinoamericanos 
que han sufrido de sistemas democráticos más inestables. 

El gobierno de la ley no es sólo el reforzamiento de nor-
mas legales, sino que se refiere más bien al principio de 
la supremacía de la ley, (...) y supone al menos la capaci-
dad, aun si es limitada, para hacer que las autoridades 
respeten las leyes y para tener leyes de dominio público, 
universales, estables y precisas no retroactivas. Estas ca-
racterísticas son fundamentales para cualquier orden civil 
y un requerimiento básico para la consolidación demo-
crática, junto con otras cualidades básicas, tales como el 
control civil sobre el ejército y la independencia del Poder 
Judicial (Morlino, 2005: 40).

De esta forma son los ciudadanos los principales bene-
ficiados, ellos no son “sólo los portadores de derechos 
y obligaciones; ellos son también la fuente y la justifica-
ción del derecho a mandar que el estado y el gobier-
no ejercen cuando toman decisiones vinculantes para 
todos”(O’Donnell, 2003: 74).

Por su parte, la reciprocidad (responsiveness) es la corres-
pondencia de las decisiones políticas a los deseos ciuda-
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danos y la sociedad civil en general. Al analizar la calidad 
democrática es bastante común referirse a la reciprocidad 
del gobierno, es decir, la capacidad de satisfacer los inte-
reses de los gobernados al ejecutar las políticas que res-
ponden a sus demandas.

El punto principal de esta dimensión, la reciprocidad, es 
considerada como el corazón de cualquier democracia, 
ya que para su desarrollo se necesita una relación muy 
importante, la cual en muchas ocasiones se deja de lado 
para dar paso a otras, el proceso al que me refiero es 
aquél que funciona de abajo hacia arriba y no viceversa. 
En él se desarrollan ampliamente los agentes con valores 
de libertad y de igualdad. Un elemento importante para 
medir la dimensión de la reciprocidad es poder examinar 
la legitimidad del gobierno a través de la percepción que 
tienen los ciudadanos de esa reciprocidad. 

El elemento clave es el apoyo a las instituciones democrá-
ticas y la creencia de que éstas son las únicas que garan-
tizan realmente la libertad y la igualdad, está difundido 
en cada nivel social, desde la élite más estrecha hasta las 
masas en general. La difusión de actitudes favorables a la 
existencia de instituciones democráticas y a la aprobación 
de sus actividades sugerirán satisfacción e, indirectamen-
te, que la sociedad civil percibe cierto nivel de reciproci-
dad. “En contextos caracterizados por alta legitimidad, se 
debe observar también un amplio conjunto de intereses y 
formas de participación política” (Morlino, 2005: 45).

Básicamente la reciprocidad es la percepción que los 
agentes tienen de su democracia, de acuerdo con su vida 
cotidiana, es decir, con su contexto social; y para ello, se 
necesita de ciertos valores, como la libertad e igualdad.

Y por último, la rendición de cuentas (accountability) es 
un elemento central en la experiencia de la democracia 
representativa, se convierte en una verdadera arma para 
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los ciudadanos y para la sociedad civil en general, en la 
medida que les garantiza un medio efectivo de control 
sobre sus instituciones políticas.

La rendición de cuentas no es otra cosa que la obligación 
que tienen los líderes políticos electos de responder por 
sus decisiones políticas cuando les es pedido por los ciu-
dadanos, electores u otros cuerpos constitucionales. 

Morlino (2005) menciona las tres características principales 
de la rendición de cuentas: la información, la justificación 
y el castigo/recompensa. Estos tres elementos requieren 
de ciertos antecedentes o actos previos para desarrollarse, 
como: la existencia de una dimensión pública caracteriza-
da por el pluralismo, la independencia y la participación 
real de una gama de actores individuales y colectivos.

Bajo este esquema es que se pueden encontrar dos ti-
pos de rendición de cuentas: la vertical y la horizontal. 
La rendición de cuentas vertical es la que los electores 
pueden demandar de sus gobernantes electos, la que los 
gobernados pueden exigir al gobernante que aclare a la 
luz de ciertos actos por él ordenados. “Este primer tipo 
de rendición de cuentas tiene una naturaleza periódica y 
depende de las diversas fechas electorales a nivel nacio-
nal, local y, si existen, supranacional” (Morlino, 2005: 42). 
El segundo tipo de la rendición de cuentas, la de carácter 
horizontal, se refiere a la responsabilidad que los gober-
nantes tienen de responder a otras instituciones o actores 
colectivos que tienen el poder de controlar la conducta 
de los gobernantes. Además, los partidos políticos en el 
exterior del parlamento también ejercen este tipo de con-
trol, al igual que lo hacen los medios y otras asociaciones 
intermediarias, como los sindicatos, las asociaciones de 
empleados y similares.

Es por eso que resulta importante el buen desarrollo de 
ambos tipos de rendición de cuentas —tanto la horizon-
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tal como la vertical— para el buen funcionamiento de la 
democracia. Sin lugar a dudas, resulta ser el único me-
canismo que los agentes, la sociedad civil en general y 
las instituciones públicas poseen para el control de las 
acciones políticas.

En este sentido, encontramos que una condición necesa-
ria para que el imperio de la ley y la rendición de cuentas 
se conviertan en una realidad es la transparencia; ya que 
ésta ayuda a identificar puntualmente, por vía de la difu-
sión de la información, si las decisiones, las acciones y las 
políticas públicas se apegan puntualmente a las normas 
legales correspondientes y si los gobiernos responden 
ante sus gobernados —esto significa tanto la rendición 
de cuentas vertical, como la horizontal—.

Entonces, transparencia es una práctica o un instrumen-
to que utilizan las organizaciones para publicar o volver 
público cierto tipo de información o para abrir al público 
algunos procesos de toma de decisiones.

En la actualidad encontramos una definición de trans-
parencia que está creciendo en su uso, la cual significa 
“apertura activa”: “los gobiernos no solamente deben 
permitir que los ciudadanos los observen, sino también 
deben divulgar activamente la información que poseen” 
(Oliver, 2004: 5).

Es así que, la transparencia, al permitir la rendición de 
cuentas, funciona de manera tanto capacitadora del po-
der ciudadano como inhibidora de conductas y acciones 
que atenten contra el interés público.

De esta forma, tenemos que la exigencia de la transparen-
cia tiene que ver con la profundización de la democracia, 
entendida no sólo como evitar un retroceso hacia los go-
biernos autoritarios, sino como el asegurar una calidad de 
las instituciones y las prácticas democráticas, esto no es 
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otra cosa que la calidad de la democracia, como Morlino 
lo señala o en palabras de O’Donnell, los grados de demo-
cratización. “La profundización de la democracia implica 
de manera obligada reforzar los mecanismos de la transpa-
rencia y la rendición de cuentas” (Barraca, 2003: 27).

En este sentido, entendemos que la “transparencia no es 
pues un mecanismo artificioso y superpuesto, colocado 
para satisfacer una demanda políticamente correcta; no 
debe ser un adminículo del cuerpo administrativo, sino el 
resultado de una forma de gobernar, de administrar y de 
gestionar al Estado” (Aguilar, 2008: 7). Así, obtenemos que 
los procesos internos han de desarrollarse con claridad, 
han de ser conocidos y deliberados por muchos, han de 
ser expuestos a la crítica y al conocimiento de actores ex-
ternos; en esa medida, las instituciones podrán proveer de 
manera normal y natural de información a la sociedad.

Bajo este orden de ideas, en los siguientes apartados me 
enfocaré al análisis del ámbito electoral mexicano.
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Durante la larga etapa de la transición a la democracia en 
México, el tema de la transparencia siempre estuvo pre-
sente, pero más como telón de fondo que como directriz 
del proceso. Durante los años 80 y 90, el reclamo demo-
crático, enarbolado por organizaciones sociales al igual 
que por partidos políticos, estuvo centrado en el objetivo 
de lograr elecciones libres y competidas que generaran 
confianza entre actores y ciudadanos.

La serie de reformas electorales que se aprobaron en el 
curso de 20 años estuvieron dirigidas, aunque con distinto 
énfasis en cada caso, hacia tres grandes objetivos: cons-
truir órganos electorales autónomos, diseñar procesos 
electorales cuyos distintos eslabones estuvieran sujetos al 
escrutinio ciudadano y asegurar condiciones equitativas 
de competencia entre los contendientes. 

A manera de reacción en contra del protagonismo del 
Estado que había caracterizado a la larga época de la he-
gemonía del Partido Revolucionario Institucional (PRI), la 
palanca de lo que Mauricio Merino llamó “la transición 
votada” (Merino, 2003: 13) fue la edificación de un anda-
miaje institucional de elecciones que diera participación 
destacada a los ciudadanos. Eso dio lugar a lo que se de-

La transparencia como telón de fondo
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nominó “la ciudadanización” de la organización electoral, 
lo que implicó que —desde la unidad básica de las mesas 
directivas de casilla, pasando por los consejos distritales 
y estatales y hasta la esfera superior del órgano de direc-
ción del Instituto Federal Electoral (IFE)— fueran ciudada-
nos, sin lealtad partidaria ni vinculación gubernamental, 
los encargados de desarrollar las diferentes tareas de una 
función estatal clave como la electoral.

Por otra parte, forjar condiciones equitativas de compe-
tencia implicaba asegurar que los partidos políticos con-
taran con recursos públicos suficientes para poder entrar 
a una verdadera disputa por el respaldo ciudadano. El es-
quema de distribución del financiamiento público adoptó 
la fórmula, no de la igualdad, sino de la equidad,2 la cual 
se extendería al acceso a los espacios de promoción en 
radio y televisión. La capacidad de la autoridad electoral 
para fiscalizar los recursos de los partidos jugó un papel 
determinante en la generación de la confianza de los ciu-
dadanos en los órganos electorales. Cabe recordar que 
para 2000, el IFE era una de las instituciones públicas con 
mayores niveles de confianza ciudadana (ENCUP, 2000).

A pesar de que la intervención de los ciudadanos en el 
desarrollo de la función estatal electoral llevaba implíci-
ta la idea de que la sociedad diera seguimiento a cada 
fase de la organización de los comicios, es decir, que tu-
viera acceso puntual a cada uno de los procedimientos 
involucrados y, desde luego, a los resultados electorales 
la misma noche de la elección, no había en la ley elec-
toral ni en los reglamentos referencia alguna al principio 
de transparencia, al menos de manera expresa. Es cierto 
que los partidos políticos, en tanto entidades de interés 

2 El principio de equidad implica reconocer que los partidos tienen niveles de implantación social 
diferentes, al mismo tiempo que requieren de una plataforma igualitaria de recursos para poder 
colocarse en condiciones de efectiva competencia entre sí. La fórmula de equidad implica distribuir 
70% de los recursos proporcionalmente a la fuerza electoral y 30% de manera igualitaria para com-
pensar por las desigualdades entre los partidos.
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público, estaban sometidos a una estrecha vigilancia de 
parte de la autoridad electoral, pero no existía un apar-
tado normativo que colocara a la transparencia como de-
recho fundamental y tampoco era parte del discurso del 
reclamo democrático. 

No obstante, la idea de la transparencia estaba presente. 
Si a mediados de los 90 se hubiese preguntado a los fun-
cionarios involucrados o a los propios partidos si la trans-
parencia de las fases y los procedimientos electorales era 
condición necesaria para alcanzar la tan anhelada demo-
cracia, todos hubieran contestado afirmativamente. Sin 
embargo, no estaba conceptualizada ni formalizada en el 
andamiaje jurídico de los procesos políticos, en general, 
o en los electorales, en particular.

Una vez que la transición a la democracia se consumó 
al pasar la prueba de la alternancia en el gobierno fede-
ral, cobró forma la demanda de la transparencia en tan-
to condición necesaria de la vida democrática. Así como 
organizaciones sociales y partidos se habían congregado 
alrededor del reclamo de elecciones limpias durante cerca 
de cuatro lustros, después de 2000 volvieron a sumarse en 
torno a la exigencia de regular el derecho a la información 
para agregar un pilar más a la democratización mexicana.

El impulso del Grupo Oaxaca, un conjunto de organi-
zaciones de la sociedad civil, de académicos y de pe-
riodistas interesados en la promulgación de una ley de 
transparencia encontró en el gobierno de la alternancia 
un eco positivo que llevó a la presentación de una inicia-
tiva legal en el Congreso. De nueva cuenta, se dio una 
confluencia virtuosa entre el empuje de la sociedad y la 
voluntad política del poder para hacer posible legislar a 
favor del ejercicio del derecho fundamental del acceso 
a la información.
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La aprobación unánime en el Congreso de la Unión de la 
Ley Federal de Acceso a la Información Pública Guberna-
mental, en junio de 2002, fue una muestra de cómo el pro-
ceso de transición había preparado el terreno para que 
floreciera el consenso alrededor de la necesidad de hacer 
posible que los ciudadanos supieran y conocieran qué 
hacía el gobierno, cómo tomaba sus decisiones, quiénes 
intervenían, cuántos recursos invertía en el desarrollo de 
los distintos programas y políticas públicas, entre otros 
temas. Todo ello como corolario de la conquista reciente 
del derecho al voto que es el piso básico de la construc-
ción del ciudadano. Pero un corolario de gran importan-
cia, porque el derecho a la información tiene un impacto 
transversal sobre los demás derechos fundamentales, 
pues un ciudadano mejor informado es capaz no sólo de 
exigir con mayores fundamentos el ejercicio de sus dere-
chos, sino de comprender las consecuencias de su ejerci-
cio y su responsabilidad al respecto.

El eje rector de la Ley de Transparencia es que la infor-
mación en manos de organismos gubernamentales es de 
carácter público, accesible a cualquiera que la solicite y 

La regulación de la transparencia
como escrutinio ciudadano sobre los 
organismos públicos
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sólo temporalmente podrá estar reservada por razones de 
interés público y siempre que esté establecido en la ley. 
Este principio se resume en la idea de la “máxima publici-
dad”. La legitimidad de la demanda de transparencia hizo 
posible que se diera una verdadera oleada a favor de la 
misma en las distintas entidades federativas, de suerte que 
en los siguientes cinco años se promulgaron leyes estatales 
de transparencia a lo largo y ancho del país. Sin embargo, 
la evolución de la regulación del derecho a la información 
pública fue diversa y asimétrica, pues en algunos estados se 
exigía demostrar interés jurídico para acceder a la informa-
ción, en otros había necesidad de ser oriundo del mismo o 
tener que hacer la solicitud de información personalmente, 
mientras que, en algunos otros, los ejes rectores del dere-
cho estaban bien establecidos y la forma de garantizarlos 
estaba constitucionalmente establecida.

Con todo, lo cierto es que la bandera de la transparencia 
como fórmula para extender los espacios de injerencia de 
los ciudadanos en los asuntos públicos, que es elemen-
to distintivo de cualquier práctica democrática, ya había 
ganado terreno en la opinión pública, convirtiéndose en 
una suerte de asunto de “corrección política”, es decir, 
nadie se atrevería a estar en contra de la transparencia. 
Para mediados de la década de 2000, quizá todavía no 
se alcanzaba a vislumbrar su alcance y sus implicaciones 
para la vida política del país, pero lo que ya estaba claro 
era que lograba atraer el acuerdo declarado de los diver-
sos actores políticos. Muy pocos se animaban expresa-
mente a oponerse a la apertura de la información pública, 
aun cuando significaba un cambio importante en la con-
cepción de la gestión gubernamental que históricamente 
se había identificado con la opacidad y el uso patrimonial 
de la información.

Desde 2003, con el propósito de cumplir con los dicta-
dos de la Ley Federal de Transparencia (LFTAIPG), el IFE 
aprobó un reglamento de transparencia para establecer 
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los procedimientos necesarios para darle vigencia al de-
recho de acceso a la información en el ámbito electoral. 
Sin embargo, los partidos políticos estaban obligados so-
lamente respecto de la autoridad electoral que los fiscali-
zaba y de acuerdo con lo señalado en el Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales (COFIPE), 
es decir, debían rendir informes anuales y de campaña; 
registrar las modificaciones a sus documentos básicos y 
a sus estructuras internas y someterse a la vigilancia de la 
autoridad electoral (COFIPE, 2003, Título Segundo).

Dicho de otra manera, la Ley Federal de Transparencia de-
finió obligaciones para el IFE, en tanto organismo público, 
pero poco agregó respecto de los partidos políticos que 
eran sujetos de fiscalización —que es un ángulo esencial 
de la transparencia— por disposición legal desde 1993,  
aunque los demás rubros de la actividad de los partidos 
estaban fuera del marco de dicha obligación. Los partidos 
políticos tenían que rendir cuentas ante el órgano electo-
ral y era éste quien se encargaba de difundir la informa-
ción que recibía de los partidos políticos, particularmente 
sus informes de ingresos y gastos. Fue en este contexto 
que, en 2003, el Consejo General del IFE decidió publi-
citar los nombres de las personas físicas que aportaban 
donativos a los partidos y que desde la reforma de 1996 
habían dejado de ser anónimos para efectos de fiscali-
zación. Es decir, la autoridad conocía esos listados para 
poder verificar el cumplimiento de la ley (ya no había ano-
nimato posible en las donaciones de particulares), pero 
eso no se traducía inmediatamente en la publicitación de 
los donantes.3

3 El tema de la publicidad de los nombres de quienes aportan recursos a los partidos suscita contro-
versias porque se trata de un derecho de los ciudadanos de apoyar económicamente a la fuerza 
política de su preferencia y no están obligados a darlo a conocer. En ese sentido, es una acción 
equiparable al voto a favor de un partido que se mantiene en secreto. Sin embargo, dado que la 
normatividad establece montos máximos de aportación y que éstos sean nominales, transparentar 
dichas donaciones es congruente con las condiciones en las que se otorgan.



20

T
R

A
N

SP
A

R
E

N
C

IA
: N

U
E

VA
 P

A
LA

N
C

A
 D

E
 L

A
 D

E
M

O
C

R
A

C
IA

 E
LE

C
T

O
R

A
L

La rápida socialización de la idea del acceso a la informa-
ción como un derecho ciudadano fundamental generó un 
círculo virtuoso de transparencia que la llevó a ser elevada 
a rango constitucional en julio de 2007. Lo destacable de 
este fenómeno fue que el trayecto para la constituciona-
lización del derecho a la información fue de la periferia al 
centro y con un acompañamiento plural, pues la iniciativa 
de reforma al artículo 6 constitucional surgió de la decisión 
de los Ejecutivos de tres estados gobernados por diferen-
tes partidos políticos (Chihuahua por el PRI, Aguascalien-
tes por el PAN y Zacatecas por el PRD), quienes lograron 
convencer al Congreso federal para que la hiciera suya y 
posteriormente a la mayoría de los congresos estatales y 
todo ello en un plazo de escasos seis meses.

La reforma constitucional estableció con claridad que el 
derecho a la información es una garantía individual y que, 
como tal, obliga a todos los órganos y organismos públi-
cos en los ámbitos federal, estatal y municipal a la “máxi-
ma publicidad”. 

En correspondencia con el mandato constitucional, la re-
forma al COFIPE publicada el 14 de enero de 2008 incor-
poró un capítulo de obligaciones de los partidos políticos 
en materia de transparencia que, al dejar claro que los 
partidos políticos, por ser entidades de interés público, 
son sujetos obligados de transparencia, aunque sea de 
manera indirecta, están comprometidos a difundir infor-
mación actualizada sobre su estructura de organización, el 
manejo de sus finanzas, su directorio y también su padrón 
de afiliados, entre otros datos. Dicho de otra manera, con 
las reformas constitucional y legal en materia electoral, los 
partidos pasaron de ser organismos sujetos a la vigilancia 
de la autoridad electoral a serlo frente a los ciudadanos, 
aunque por la vía del propio IFE.
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Quince años antes de las mencionadas reformas en ma-
teria de transparencia, la del COFIPE de 1993 estableció 
por primera vez que los partidos serían fiscalizados por 
la autoridad electoral, en buena medida porque recibían 
recursos públicos, sobre los cuales debían rendir cuentas 
precisas. Dicho de otra manera, los partidos políticos fue-
ron pioneros en la obligación de transparentar sus recur-
sos, aunque sólo fuera ante el Consejo General del IFE. 
Tres años después, una vez que se había probado que en 
la elección presidencial de 1994 el rasgo distintivo había 
sido la asimetría de recursos de campaña entre los dife-
rentes partidos, quedó claro que era necesario introducir 
mecanismos de equilibrio en los recursos de los partidos, 
así como fortalecer las facultades de fiscalización del ór-
gano electoral.

En efecto, la reforma de 1996 fortaleció las atribuciones 
del Consejo General del IFE para fiscalizar los ingresos y 
gastos de los partidos políticos. A la autoridad electoral se 
le confirieron facultades para fiscalizar de manera perma-
nente a los partidos, para aplicarles auditorías financieras, 
para hacer investigaciones por presuntos financiamientos 
ilegales y para reglamentar su ejercicio fiscalizador. Sin 

De la fiscalización a la ciudadanización del 
escrutinio sobre los partidos políticos
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embargo, rápidamente se evidenciaron las limitantes que 
la autoridad electoral enfrentaba para acreditar irregu-
laridades financieras cometidas por los partidos. De tal 
suerte que para 2000 estaba claro que el Consejo General 
del IFE no tenía las herramientas necesarias para fiscali-
zar cabalmente los recursos privados de los partidos, en 
buena medida porque se le oponía el secreto bancario. 
También tenía limitaciones para fiscalizar las precampañas 
por la falta de regulación expresa, así como para hacerlo 
respecto de los partidos que perdían su registro después 
de una elección. También enfrentaba obstáculos para 
allegarse de la información sobre los ingresos y gastos de 
los partidos nacionales en las entidades federativas, pues 
ello dependía de la buena disposición de las autoridades 
electorales estatales para firmar convenios con el IFE.

La reforma de 2007-2008 en materia electoral vino, en bue-
na medida, a colmar esas restricciones a la acción fiscaliza-
dora de la autoridad electoral, además significó un cambio 
en la concepción de las obligaciones de transparencia de 
los partidos. De la fiscalización de los partidos por parte de 
la autoridad se pasó a la ciudadanización de la vigilancia 
de los partidos, pues ahora cualquier persona puede soli-
citar, a través del IFE, la información de los partidos que el 
propio código electoral establece como pública. El COFI-
PE dispone que los partidos deberán difundir información 
a través de la página de internet del IFE, sin que medie 
solicitud precisa, a imagen y semejanza de lo que sucede 
con las obligaciones de transparencia de cualquier entidad 
pública, de acuerdo con la Ley de Transparencia (COFIPE: 
2008, Libro Segundo, Capítulo Quinto).

El listado de documentos públicos de los partidos, esta-
blecido en el artículo 42 del COFIPE, contempla desde 
sus estatutos y declaración de principios, pasando por 
toda su reglamentación interna, el directorio de sus ór-
ganos de dirección en los niveles nacional, estatal, dis-
trital y municipal, las remuneraciones de los integrantes 
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de dichos órganos, las plataformas electorales, las con-
vocatorias para elecciones internas, los montos de finan-
ciamiento, los informes de ingresos y gastos, entre otros 
(COFIPE, 2008: 36-37).

Empero, la naturaleza dual de los partidos, en tanto or-
ganizaciones de la sociedad civil y, al mismo tiempo, en-
tidades de interés público, explica que el COFIPE mismo 
determine el carácter confidencial no sólo de los datos 
personales de sus dirigentes, candidatos y afiliados, sino 
de aquellos documentos de los partidos que tienen que 
ver con sus procesos deliberativos para determinar es-
trategias políticas y campañas electorales, así como las 
encuestas de opinión que les sirven de insumos para ela-
borar dichas estrategias.4

A las disposiciones del código electoral en materia de 
transparencia se ha sumado el Reglamento del IFE en ese 
ámbito, el cual comprende dos grandes apartados: el re-
lativo a la transparencia del órgano electoral y el que se 
refiere a la transparencia de los partidos. Cada uno de 
éstos define las respectivas obligaciones de transparen-
cia y los procedimientos específicos para el acceso a la 
información a partir de la activación de una solicitud de 
información por parte de cualquier persona. En este sen-
tido, están contemplados desde los órganos competen-
tes para atender las solicitudes y los procedimientos para 
proporcionar la información, así como el órgano garante 
de la información, pasando por los criterios de clasifica-
ción, desclasificación y resguardo de la información. 

No cabe duda de que lo novedoso del Reglamento de 
Transparencia del IFE de 2008 es lo relativo a los partidos 
políticos, pues, además de recoger las obligaciones de 

4 Como ha señalado Mark Bowens, los partidos deben obligarse a la transparencia no sólo porque tienen 
encomendadas tareas políticas e institucionales, sino porque son organizaciones complejas que tienen 
un impacto sustantivo en el espacio de interés colectivo. Véase, The Quest for Responsibility, Accounta-
bility and Citizenship in Complex Organizations,Cambridge, Cambridge University Press, 1998.
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transparencia ya señaladas en el COFIPE, agrega la obli-
gación para el IFE de difundir el padrón de afiliados o 
militantes de los partidos con nombre y entidad de perte-
nencia, detallando también la manera en que se difundirá 
dicha información pública (a través del portal de internet 
de los partidos y del IFE) y la periodicidad en que se ac-
tualizará la misma (cada seis meses). Sin embargo, a pesar 
de que ha pasado el tiempo previsto por el Reglamento, 
que era el periodo de gracia para que los partidos orga-
nizaran sus portales de transparencia, no han cumplido a 
cabalidad con difundir sus padrones de afiliados e incluso 
algunos de ellos ni siquiera tienen en su página de inter-
net la sección de transparencia.

Queda claro que persiste un incumplimiento del Código 
y del Reglamento, y aunque es cierto que el COFIPE esta-
blece que el incumplimiento de las obligaciones de trans-
parencia es sancionable por la autoridad, la pregunta que 
se antoja pertinente es si la autoridad puede garantizar 
que los partidos acaten puntualmente las disposiciones 
en materia de transparencia, sobre todo lo que se refiere 
al padrón de afiliados, en medio de una campaña electo-
ral en curso. 
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A pesar de que resulta difícil hablar de la evolución de 
una agenda ciudadana de transparencia electoral por lo 
reciente de las disposiciones legales y reglamentarias al 
respecto, pues apenas cumplieron un año de vigencia a 
finales de 2008, es posible explorar tentativamente hacia 
dónde se orientan las inquietudes de los solicitantes de 
información del Instituto Federal Electoral, a partir del Pri-
mer Informe Anual de Actividades en Materia de Transpa-
rencia presentado por la autoridad.5

En las poco más de 120 solicitudes que logré identificar, 
llama la atención que se distribuyan con relativo equilibrio 
entre las que van dirigidas a actividades y decisiones del 
propio órgano electoral (44%) y las que se refieren con-
cretamente a los partidos políticos (55%). Sin embargo, 
mientras que los requerimientos de información sobre los 
partidos se concentran en dos grandes temas (el padrón 
de afiliados, ya sea nacional o en alguna entidad federa-
tiva en particular y los ingresos y gastos de los partidos 
en diferentes rubros), las preguntas sobre el Instituto son 
muy variadas.

La agenda ciudadana de
transparencia electoral

5 La Unidad de Servicios de Información y Documentación del IFE es la encargada de dicho Informe.
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En efecto, al IFE le preguntan sobre datos estadísticos 
de empadronamiento, resultados electorales en dife-
rentes años, incluso datos históricos de votación, niveles 
de participación de sectores sociales; le piden también 
gastos en diferentes rubros como la adquisición de mate-
rial electoral, la contratación de estudios de opinión y de 
monitoreo, la producción de promocionales en medios 
de comunicación, los salarios de servidores públicos, los 
montos de liquidación de ex consejeros, entre otros. Los 
ciudadanos quieren saber sobre exámenes de ingreso al 
servicio profesional, sobre distintos reglamentos y resolu-
ciones de los órganos de dirección y, desde luego, sobre 
las boletas electorales de 2006.6

En el caso de las preguntas a los partidos políticos, los 
dos temas más recurrentes —sobre afiliados, por un lado, 
y el financiamiento y la fiscalización, por otro—, absorben 
las tres cuartas partes de las solicitudes, dejando las res-
tantes para temas como información sobre sesiones de 
los órganos de dirección, convenios de coalición electo-
ral, contratos de servicios o perfiles curriculares de candi-
datos, entre otros. 

A partir de este listado, es posible concluir que las prin-
cipales solicitudes de información sobre los partidos po-
drían satisfacerse con unos adecuados portales de trans-
parencia que incluyeran los datos respectivos y hacia allá 
habría que trabajar.7 De hecho, las respuestas del IFE a 
las preguntas de los partidos van dirigidas a que los par-
tidos entreguen la información, como en el caso de los 
padrones actualizados, pues la autoridad sólo cuenta con 
los que presentaron los partidos que en años recientes 
obtuvieron su registro legal, es decir, son cifras con una 

6 El tema del recuento de las boletas electorales estuvo en el centro de la controversia en la elección 
presidencial de 2006, porque la ley electoral señala que después de realizada la calificación de la 
elección las boletas deben destruirse, aun cuando se trata de documentos de interés público. La 
impugnación llegó a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

7 Publicitar la información que mayor interés genera entre la población es lo que se conoce como “trans-
parencia focalizada” que implica un paso más en el compromiso con el acceso a la información.
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antigüedad de tres a 15 años, en el mejor de los casos y 
sólo de los partidos de reciente registro oficial.

Las respuestas relativas a ingresos y gastos de los partidos 
suelen remitir a la propia página del IFE, que es quien los pu-
blicita una vez concluida la fiscalización. Cuando se trata de 
informes que están siendo analizados y, por tanto, sometidos 
a verificación, la autoridad puede reservar la información,8 
aunque los partidos pueden voluntariamente proporcionar 
los datos financieros que entregaron al IFE.

El asunto de los recursos de los partidos sigue despertan-
do grandes controversias en la opinión pública, a pesar 
de que la fórmula del predominio del financiamiento pú-
blico ha jugado a favor de la competencia efectiva y ha 
acotado la posible filtración de recursos ilícitos. Recorde-
mos que más del 85% de los gastos de los partidos pro-
vienen justamente del financiamiento público. La descon-
fianza persiste, a pesar de que los partidos se someten 
hoy anualmente y después de precampañas y campañas 
al escrutinio del IFE.

Pero tal parece que la mala percepción que existe sobre 
los partidos políticos y que las encuestas de opinión si-
guen tercamente reflejando, al estar colocados en el úl-
timo lugar de la puntuación de confianza ciudadana, es 
el factor determinante de cualquier evaluación sobre el 
sistema de financiamiento que ha sido fiscalizado desde 
1993. Quizá es por ello que 12 años de fiscalización deta-
llada y publicitada por la autoridad electoral no han sido 
suficientes para colocar a los partidos políticos en el ta-
blero de organismos que rinden cuentas y que cuando no 
lo hacen, reciben su correspondiente sanción.

8 Justamente una de las causales para clasificar información es que esté siendo revisada o verificada 
por la autoridad, en la medida que no son datos definitivos. Una vez concluido el proceso de revisión, 
la información es pública.
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Considero que la cantidad de solicitudes de informa-
ción sobre el dinero de los partidos responde a esa des-
confianza en los institutos políticos, por lo que no está 
de más insistir en la necesidad de que la publicidad al 
respecto sea correcta, precisa y actualizada, tanto en la 
página del propio IFE, como en las de los diferentes par-
tidos políticos.

Por otra parte, la publicidad de los militantes de un par-
tido ha sido también un tema muy controvertido debido, 
de nueva cuenta, a la doble naturaleza de los institutos 
políticos que son organismos de la sociedad civil, a la par 
que entidades de interés público, encargados de cumplir 
funciones estatales de primera importancia. 

El derecho fundamental de asociación política se recrea 
en la afiliación libre de los ciudadanos a los partidos, de-
recho semejante al de la decisión sobre el voto y, en ese 
sentido, ambos derechos irrenunciables del ciudadano 
estarían protegidos como datos confidenciales. Sin em-
bargo, la otra cara de la moneda que coloca a los partidos 
en la esfera pública, en tanto sujetos que conforman los 
poderes y que gozan de financiamiento estatal, para lo 
cual tienen que satisfacer requisitos de número y distri-
bución de afiliados, ha hecho que los registros de afilia-
dos tengan hoy carácter público. Así lo había dispuesto 
el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
y ahora está recogido en el Reglamento de Transparen-
cia del IFE, que señala que los padrones de los partidos 
son públicos, respetando la confidencialidad de los datos 
personales de los militantes, es decir, todo aquello que 
permita identificar su perfil específico, sexo, edad, direc-
ción personal, etcétera. 

Pero el hecho de que ya no exista duda sobre la natu-
raleza pública de los padrones de los partidos políticos 
y que el plazo dado por la autoridad en sus respuestas 
de 2008 para que los partidos actualizaran sus listados de 
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afiliados ya concluyó, no implica que la información esté 
ya a la mano de cualquiera que lo solicite. Empero, la exi-
gencia se ha socializado y seguramente los partidos irán 
cumpliendo con la obligación de dar a conocer las listas 
de sus afiliados y, con ello, asumir su responsabilidad para 
con la transparencia. 

En lo que toca a las solicitudes de información del propio 
IFE, cabe señalar que buena parte de las respuestas se 
encuentran efectivamente en su portal de internet, pues 
se trata de obligaciones de transparencia, porque se re-
fieren a actividades que dan cuenta de cómo se desarrolla 
cada eslabón de un proceso electoral, qué tipo de acti-
vidades desarrolla para cumplir sus funciones y cuánto y 
cómo gasta.





31

Quiero finalizar retomando primero la experiencia del IFAI 
a lo largo de casi seis años de atender quejas de ciuda-
danos inconformes con la información que le ofrecen las 
diferentes dependencias y entidades de la Administra-
ción Pública Federal. Y como segunda conclusión, quiero 
resaltar dos investigaciones del IFAI en materia de trans-
parencia, enfocándome al IFE.

Primera ConClusión

El volumen de solicitudes de información ha ido cre-
ciendo sistemáticamente, de suerte que si al inicio de 
la vida del IFAI se recibían cerca de 40,000 solicitudes al 
año, hoy se reciben más de 100,000. Sin embargo, fue 
entre el tercer y el cuarto año de vigencia de la Ley de 
Transparencia cuando el incremento fue mayor, lo cual 
permite inferir que es necesario que el ejercicio del de-
recho se vaya socializando, que se reconozca como una 
práctica social, para que los ciudadanos se apropien 
del derecho, es decir, que conozcan y reconozcan sus 
beneficios y su utilidad.

Estoy convencida de que a medida que se va ejercitando 
el derecho a la información se va elevando el nivel de exi-

A manera de conclusión
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gencia de transparencia sobre los sujetos obligados, es 
decir, sobre los órganos y organismos públicos que están 
obligados a transparentar su desempeño. Las solicitudes 
de información se han ido haciendo más complejas y pun-
tuales, al pasar de demandas sobre sueldos de funciona-
rios, a información sobre licitaciones públicas o contratos 
del gobierno con empresas. Sin embargo, vale la pena 
hacer una llamada de alerta porque no hay cabida para 
proyección lineal alguna ni para balances ingenuos. Así, el 
hecho de que hoy en día el 65% de los ciudadanos iden-
tifique al IFAI como institución que tiene encomendada la 
promoción del acceso a la información pública guberna-
mental, ello no significa que exista una percepción mayo-
ritaria de que los órganos y organismos gubernamentales 
sean más transparentes que en el pasado. Para cambiar 
los códigos y los referentes de quienes tienen en sus ma-
nos información pública se requiere una labor de control 
institucional y social consistente, firme y responsable. Eso 
es, ni más ni menos, lo que tienen por delante el IFE y 
sus acompañantes, los partidos políticos, si quieren que 
todos los recursos financieros e institucionales que se han 
invertido en los procesos electorales puedan traducirse 
en darle integridad a la función estatal electoral.

segunda ConClusión

La primera investigación que quiero mencionar es la re-
ferente al “Acceso a la Información entre otros sujetos 
obligados de la Ley Federal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública Gubernamental”(LAI), en ella el 
objetivo fue describir y comparar los procedimientos de 
acceso a la información pública de los Poderes Legisla-
tivo, Judicial, organismos constitucionales autónomos, 
tribunales administrativos federales y la Universidad Na-
cional Autónoma de México. Para esto se revisaron los re-
glamentos de acceso a la información pública de cada or-
ganismo público y se realizó un comparativo tomando en 
cuenta: los requisitos para tramitar la solicitud de acceso a 
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la información; el procesamiento de la solicitud de acceso 
a la información; el procesamiento de acceso o corrección 
de datos personales; la clasificación de la información; el 
acceso a versiones públicas de la información; las referen-
cias en los reglamentos con relación a las auditorías y los 
recursos contemplados a fin de que el solicitante pueda 
impugnar las decisiones de las autoridades sobre el acce-
so a la información pública.

En este sentido, como parte de los Organismos Constitu-
cionales Autónomos se analizó al Instituto Federal Electo-
ral (IFE) y se encontró lo siguiente:

Solicitud de acceso a la información

• El procedimiento de acceso a la información: toda per-
sona por sí misma o por su representante legal puede 
presentar por escrito una solicitud de acceso a la infor-
mación mediante la Unidad de Enlace. La solicitud debe 
contener: nombre, domicilio u otro medio para recibir 
notificaciones, como correo electrónico, descripción cla-
ra y precisa de la información solicitada, cualquier otro 
dato que facilite su búsqueda y propicie su localización y 
modalidad de entrega de información.

• Plazo reglamentado si fuera necesario ampliar o corregir 
datos por el solicitante: tres días hábiles siguientes a la 
recepción de la solicitud.

• Plazo de respuesta a la solicitud: 15 días a partir de la 
presentación de la solicitud.

• Plazo de entrega de información: cinco días, una vez 
acreditado el pago.

•  Si la Unidad de Enlace (UE) no responde a una solicitud 
de acceso a la información ¿qué sucede? La falta de res-
puesta de la UE se entenderá resuelta en sentido positi-
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vo, quedando el IFE obligado a dar la información en no 
más de 10 días hábiles, salvo que sea reservada o confi-
dencial. Para hacer efectiva la afirmativa ficta, los particu-
lares deben presentar copia de su solicitud o pedir una 
constancia a la UE de que no se les dio respuesta.

•  Si la información solicitada está calificada como reserva-
da o confidencial, ¿qué hace la UE? La UE recibe una co-
pia del oficio que el titular del órgano remite al Comité 
de Información, el cual resuelve si se confirma, modifica 
o revoca la clasificación.

Solicitud de acceso a datos personales (DP):

• Se hace referencia al procedimiento de acceso o correc-
ción de DP: Sí.

• Plazo para entregar información: 10 días hábiles a partir 
de la solicitud.

• Plazo para hacer corrección de datos personales e infor-
mar al solicitante: 15 días hábiles a partir de la presenta-
ción de la solicitud.

Clasificación de la información:

• ¿Quién clasifica y desclasifica? Los órganos del Instituto 
serán los encargados de clasificar la información.

• Criterios de clasificación: podrán clasificarse como infor-
mación temporalmente reservada: los procedimientos 
de quejas que se presentan sobre el origen y la apli-
cación de los recursos derivados del financiamiento de 
los partidos y agrupaciones políticas donde no haya 
concluido el procedimiento de fiscalización respectivo; 
los procedimientos para el conocimiento de las faltas y 
aplicación de sanciones administrativas establecidas en 
el Título Quinto del Libro Quinto del Código, hasta en 
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tanto no se dicte la resolución por el Consejo; los infor-
mes de los partidos políticos y de las agrupaciones polí-
ticas nacionales, así como la documentación que sirva de 
insumo para la elaboración de dictámenes, que presen-
ten a la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los 
Partidos y de las Agrupaciones Políticas donde no haya 
concluido el procedimiento de fiscalización respectivo; 
las investigaciones y los procedimientos de responsa-
bilidad de los servidores públicos en tanto no se haya 
dictado la resolución administrativa; aquella información 
que pueda obstaculizar las actividades de verificación 
del cumplimiento del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, y los datos o puntos de las 
minutas o actas de las comisiones, que estén dentro de 
los supuestos de las fracciones anteriores.

 Será información confidencial la que expresamente por 
disposición legal sea considerada como tal. Los órga-
nos del Instituto serán los encargados de clasificar la 
información.

• Periodo de clasificación: no se especifica.

• Acceso a versiones públicas: los órganos podrán entre-
gar documentos en donde conste información que sea 
posible eliminar en las partes o secciones clasificadas 
como temporalmente reservada o confidencial. En tales 
casos, deberán señalarse las partes o secciones que fue-
ron eliminadas del documento.

• Referencia en los reglamentos a las auditorías: el Institu-
to deberá poner a disposición del público, sin que me-
die petición, los resultados de las auditorías al ejercicio 
presupuestal que realice la Contraloría Interna, el despa-
cho contable externo y la Auditoría Superior de la Fede-
ración y, en su caso, las aclaraciones que correspondan.
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El recurso de revisión:

• ¿Cuándo procede la interposición del recurso?, cuando: 
haya  negativa al acceso a la información; se declare la 
inexistencia del documento; haya inconformidad con el 
tiempo, el costo o la modalidad de entrega o se conside-
re que la información es incompleta; no corresponda a la 
información entregada con la requerida en la solicitud; 
no se entreguen al solicitante los datos personales solici-
tados; se entregue la información o los datos personales 
solicitados en formato incomprensible; se niegue la soli-
citud de modificación o corrección de datos personales, 
o se estime que el Instituto no cumplió adecuadamente 
con la obligación de otorgar acceso a la información pú-
blica, el acceso o corrección de datos personales.

• Plazo para interponer recurso: 15 días hábiles.

• ¿Ante quién se interpone? Ante la Comisión del Consejo 
para la Transparencia y el Acceso a la Información.

• Tiempo de resolución del recurso: 20 días hábiles si-
guientes a aquél en que se presentó el proyecto de 
resolución, el cual debe elaborar la Secretaría Técnica 
dentro de los 30 días hábiles siguientes a la interposi-
ción del recurso.

• Impugnación del solicitante ante la Suprema Corte: 
las resoluciones de la Comisión serán definitivas para 
el IFE.

El recurso de reconsideración:

• Plazo para interponer recurso: un año después de que la 
Comisión emita la resolución.

• Plazo de resolución del recurso: 60 días hábiles.
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Referente a la segunda investigación “Estudio en materia 
de transparencia de otros sujetos obligados por la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental”, ésta se realizó en coordinación con el 
CIDE, tuvo por objeto analizar el desarrollo del derecho 
de acceso a la información y de las obligaciones de trans-
parencia en los sujetos obligados distintos a la Admi-
nistración Pública Federal (OSOS) por la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental (LAI). El estudio pretende avanzar en la compren-
sión de las variables que determinan la aplicación efectiva 
de la LAI en los diversos sujetos obligados. Se construyó 
un índice compuesto para medir el grado de asimilación 
y aplicación de la LAI en los OSOS; a través de la cons-
trucción de cuatro indicadores: Indicador de Páginas de 
Internet (OT), Indicador de Calidad Normativa (NOR), In-
dicador de Usuario Simulado (US) e Indicador de Calidad 
Institucional (CI).

De acuerdo con esta construcción de indicadores en re-
lación con el análisis de algunos organismos, se obtuvo 
que el IFE es el que mejor se desempeña en cuanto al 
comportamiento en materia de transparencia, ya que ob-
tuvo los valores más altos en tres de los cuatro indicado-
res —OT, NOR y CI—. Dejando tras de él al INFONAVIT, 
la Auditoría Superior de la Federación (ASF), el Banco de 
México (BM) y la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos (CNDH).

En cuanto al impacto de los principios de publicidad y 
transparencia en el diseño institucional, el IFE es el orga-
nismo que mayor grado de vinculación ha mostrado en-
tre esfuerzos formales para publicar su información y una 
visión de mejora en la calidad institucional con impacto 
sobre el diseño y la cultura organizacional.

Por otra parte, el organismo que más ha avanzado en la 
integración formal de los principios de publicidad y trans-
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parencia ha sido el IFE. Este comportamiento ha estado 
apuntalado por el hecho de contar con reglamentaciones 
específicas, congruentes y de calidad para el manejo de 
información pública y por cumplir en gran medida con las 
obligaciones de transparencia.

Respecto al impacto del diseño institucional para mejorar 
y promover el acceso a la información, entendido como el 
esfuerzo realizado para incorporar integralmente los prin-
cipios del acceso a la información en la organización con 
relación a su contexto, el IFE nuevamente es el organismo 
que mayor grado de congruencia alcanza, debido no sólo 
a un correcto enfoque en el usuario, sino también porque 
ha logrado diseñar satisfactoriamente unidades de deci-
sión en materia de transparencia y acceso a la información 
y ha internalizado estos principios como un valor de su 
cultura organizacional. 

En relación con la congruencia entre marco normativo y 
acción organizacional, una vez más, el organismo que me-
jor se desempeña en este sentido es el IFE, que no sólo 
cuenta con las herramientas normativas adecuadas, sino 
que también ha logrado enfocarse correctamente en las 
necesidades del usuario solicitante de información.

De acuerdo con lo expuesto anteriormente, el IFE es el 
organismo que alcanza el mayor grado de integración 
para todos los indicadores. Es así que se concluye que 
el IFE es una de las organizaciones con un nivel alto en la 
LAI seguido del INFONAVIT, la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación y el CJF. Ello significa que han alcanzado 
un comportamiento homogéneo respecto de los esfuer-
zos organizacionales en materia de implementación de la 
LAI, aunque con algunas leves diferencias. Mientras estos 
OSOS parecen converger en cuanto a los principios de 
publicidad y transparencia (a través del cumplimiento de 
las obligaciones de transparencia en sus páginas de Inter-
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net), así como al cuidado en la correspondencia de estos 
esfuerzos con un buen diseño institucional, presentan un 
comportamiento más irregular en cuanto a la congruencia 
entre marco normativo y acción organizacional, así como 
respecto a la atención de los usuarios solicitantes.
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Al incorporarse el tema de la transparencia en la agenda 
pública mexicana a inicios del siglo XXI, se ha iniciado una 
intensa discusión sobre su inclusión en otras áreas de ac-
ción pública, como los sindicatos, los partidos políticos, 
las organizaciones no gubernamentales, los medios de 
comunicación, etcétera. Sin embargo, ha faltado enten-
dimiento sobre la forma en que la transparencia añade 
calidad a la vida democrática y en qué otro tipo de institu-
ciones debe ser implementada, junto con las políticas de 
transparencia, para que éstas sean efectivas, de manera 
específica, en el sistema de partidos. En este documento 
analizaremos la difusión y la efectividad de la transparen-
cia para la calidad democrática, con énfasis en el caso de 
los partidos políticos.

Después del proceso de transición política que se ha 
desarrollado en México durante los años recientes, los 
actores políticos y sociales han adoptado un discurso 
en el que la transparencia y la rendición de cuentas son 
elementos fundamentales para mejorar la calidad de la 
incipiente democracia mexicana. Si las cosas son trans-
parentes, entonces nos preocuparemos menos respecto  
a temas como legitimidad, buen gobierno y corrupción. 
Pero, ¿esa relación es automática? ¿La transparencia por 

Introducción
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sí misma mejora la democracia y hace  más responsables 
a los partidos? ¿Cómo funciona esto en el espacio de 
aquellos actores que no están regulados por la ley de ma-
nera eficiente?

La transparencia de los actores gubernamentales es fun-
damental para promover el buen gobierno, sin embar-
go, ¿hasta qué punto la apertura y regulación de acto-
res no gubernamentales, en términos de transparencia, 
añade elementos de calidad al régimen democrático? 
(Hanuschek, 2004). Cuando los consumidores disponen 
de mayor información sobre los bienes de consumo, sus 
decisiones son mejores, afectando de manera impor-
tante la configuración de la competencia y el mercado 
(Healey y Palepu, 2001), ¿funcionará de la misma forma 
en el espacio político?

Para ilustrar la argumentación podemos ubicarnos en al-
gunas calles de Londres e imaginemos que de manera 
inusitada varios policías ingleses acordonan algunas ca-
lles, pidiendo a los transeúntes tomar caminos alternos 
para cruzar hacia el otro lado del área. Una mujer pre-
gunta a un policía qué ocurre, éste responde sin ningún 
intento de evasión que ha habido un asesinato y se cui-
dan evidencias al mismo tiempo que se intenta capturar 
al asesino. Con esta información la mujer puede tomar 
una decisión más precisa sobre la acción a seguir y así 
garantizar no únicamente el éxito de la acción pública, 
sino también su propia seguridad física. 

En el Reino Unido, los ordenamientos sobre informa-
ción pública alcanzan a una amplia gama de funcio-
narios públicos en todos los niveles, quienes de una 
u otra forma están obligados a hacer pública la infor-
mación que cae en sus ámbitos de acción, sin procedi-
mientos complejos y de manera expedita. Por ello, el 
policía estaba obligado a informar a la mujer lo que ha-
bía pasado sin ningún procedimiento burocrático que 
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obstaculizara o retrasara la adquisición de información 
para entonces poder tomar decisiones.

Ahora imaginemos el mismo acontecimiento en México o 
en cualquier otro país con déficits en su cultura y prácticas 
de transparencia pública con respecto a los deseables para 
una democracia, así como precariedad en la existencia de 
acciones que promuevan valores de transparencia. ¿Qué 
habría pasado si cualquier ciudadano común preguntara 
a un policía sobre los pormenores de un hecho público, ya 
no digamos de un asesinato? Seguramente permanecería 
callado con actitud hostil y amenazante hacia nosotros, en 
el mejor de los casos, el servidor público diría que no esta-
ría autorizado para dar la información, que le tendría que 
decir a un superior o, incluso, que tendríamos que ir a la 
Secretaría de Seguridad Pública a preguntar oficialmente. 
Si tenemos suerte y la información no está “reservada” por 
alguna causa que la ley justifique como un proceso judicial 
o la protección de datos personales, entonces tendremos 
que seguir el procedimiento respectivo, incluso llegar al 
órgano local o federal, si existe y tiene facultades. De otra 
manera esperaremos a que la información esté disponible, 
si alguna vez lo está, y entonces poder tomar una decisión. 
Con estos límites, la efectividad de la transparencia como 
política gubernamental en el incremento de la calidad de-
mocrática se ve limitada, si no es que cuestionada.

Lo anterior, obviamente, para el caso de aquellos ámbitos 
de gobierno donde la transparencia se ha asumido como 
política y se han construido herramientas para avanzar en 
su consecución. En México, a pesar de que en todos los 
estados y en la federación funciona una ley de transparen-
cia, las variaciones y límites de ellas hacen imposible para 
muchos ciudadanos tener información pública de manera 
certera y que pueda ser útil.

Imaginemos esto mismo en esos otros espacios de inte-
rés público para los que se ha reclamado recientemente 
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la necesidad de abrirse y dar información a la ciudada-
nía, debido a que utilizan recursos de procedencia públi-
ca, como los partidos políticos o los sindicatos. Algunos 
avances se han logrado en el caso de los primeros, pero 
aún falta mucho por construir en el ámbito federal y no 
digamos en el local, donde la disponibilidad de informa-
ción pública parece ser uno de los escasos instrumentos 
de contrapeso al poder local. 
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La transparencia no es una herramienta suficiente si no 
se cuenta con otros elementos que permitan generar 
efectividad a la información que recibimos (Behn, 2001). 
De nada sirve tener datos sobre asuntos públicos si no 
existen otros dispositivos en el sistema que les den rele-
vancia y utilidad para incidir en las decisiones públicas, es 
decir, hacer que la transparencia funcione. Incluso, incre-
mentar los niveles de transparencia puede generar mayor 
corrupción que la que se puede evitar (Mattozzi y Merlo, 
2008), en buena medida porque algunos servidores públi-
cos simplemente no generen información que pueda ser 
divulgada o se falseen los datos para no generar daños o 
reducir los costos de la información desclasificada.

Podemos mencionar algunos aspectos en que la transpa-
rencia encuentra sus límites más importantes, no única-
mente para el caso de México, sino para casi cualquier 
país en que se ha creado una política de transparencia. 
Un elemento que limita los esfuerzos de transparencia 
es la política y el conflicto como su elemento constituti-
vo. Establecer los límites de la información pública es un 
problema que abre confrontaciones entre los actores que 
observan y aquéllos que son observados (Balkin, 1998), 

Transparencia y política
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por lo que al adoptar un modelo de transparencia en par-
ticular se pueden calcular los costos asociados al mismo.

En diversas situaciones la apertura de información genera 
confrontaciones políticas que las organizaciones y actores 
públicos prefieren evitar, aun haciendo interpretaciones 
de lo que la ley permite. Cuando asumimos situaciones 
políticas como juegos, los actores buscan la mayor y más 
exacta información que les permita tomar decisiones, por 
lo que la decisión de terceros de abrir o no información 
desconocida para alguno de los actores añade elementos 
al juego que pueden determinar el resultado, acelerando 
o escalando la confrontación o la negociación (Putnam, 
1988). Esto adquiere mayor sentido para aquellos actores 
que, sin ser parte del gobierno, pueden estar sujetos a 
regulaciones de transparencia, como los partidos. En el 
caso del flujo de dinero a las campañas, es muy complica-
do para los partidos políticos y sus candidatos ocultar los 
montos que financian las actividades proselitistas, debido 
a que se pueden hacer cálculos sobre los instrumentos 
utilizados para las mismas. Sin embargo, terceros actores 
se ven involucrados en el ocultamiento o falseamiento de 
información sobre costos, aportaciones o regalos que se 
hacen, con el objeto de poder influir en decisiones públi-
cas en el futuro.

En el caso de México existen criterios en la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu-
bernamental (LFTAIPG), así como en las leyes locales que 
cuidan, fundamentalmente, los datos personales, infor-
mación sobre seguridad nacional, así como aquélla que 
puede ser sensible a diversos actores o decisiones si es 
publicada. Obviamente los criterios utilizados en unos y 
otros casos no encuentran fundamento únicamente en la 
ley, sino en los intereses e, incluso, valores de los actores 
en conflicto, muchos de los cuales son quienes diseñan la 
norma en los espacios legislativos.
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El financiamiento público de los partidos políticos mexi-
canos se hizo constitucional en 1986. Desde entonces se 
ha construido un andamiaje normativo que ha permitido 
profundizar en la fiscalización del dinero público que reci-
ben. Desde 1993 se incluyó también la vigilancia del dinero 
privado, pero con límites en los alcances de inspección que 
la autoridad electoral tenía, así como en los castigos rela-
tivos al incumplimiento de la ley. En diversos momentos 
se ha venido fortaleciendo no únicamente la norma, sino 
también la práctica de la fiscalización hasta la reforma de 
2007, donde se dio autonomía relativa al órgano fiscaliza-
dor de la autoridad electoral federal. El Reglamento de Fis-
calización del Instituto Federal Electoral (IFE), establece no 
únicamente lineamientos, formatos, guías de contabilidad, 
etcétera, que los partidos políticos deben seguir para infor-
mar sobre el registro de egresos e ingresos, sino también 
representa la política de fiscalización del propio Instituto, 
en el caso de las entidades federativas la historia obedece 
a las particularidades de cada caso.

Qué tanta información se da, de qué tipo y cómo, son 
cuestiones que generan controversia y van más allá del 
simple derecho a saber que la ciudadanía tiene, para 
adentrarse en vericuetos legales sobre la información mis-
ma y su uso, pero fundamentalmente en consideraciones 
políticas sobre las posibilidades de su divulgación. Aun 
cuando el Instituto de Acceso a la Información Pública 
(IFAI) ha hecho avances en el espacio federal, estos temas 
adquieren mayor relevancia en los estados y los munici-
pios, donde la mayor parte del gasto público se ejerce y 
donde las condiciones de acceso a la información dejan 
mucho que desear por la capacidad de los gobernadores 
de controlar a los institutos locales, así como de otros ac-
tores por inhibir las decisiones que permitirían un mayor 
acceso a la información pública.

Otra discusión relevante tiene que ver con las consecuen-
cias públicas del fracaso de la transparencia (Fung et al., 
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2007) en casos donde la información divulgada genera ma-
yores costos que los beneficios de su apertura. Pero tam-
bién esto funciona al revés, pues puede haber casos donde 
la información tardó tanto en estar disponible, que cuando 
se puede saber de ella simplemente el daño al medio am-
biente, salud pública, inversiones, etcétera, ya está hecho y 
puede ser irreversible (Oberholzer-Gee, 2003).

En la confrontación entre los modelos de completa aper-
tura y apertura limitada, entre los que están la transparen-
cia focalizada y otros de carácter intermedio, podemos 
observar una preocupación común en el sentido de que 
la transparencia por sí misma no es suficiente y puede 
generar mayores daños que beneficios públicos (Balkin, 
1998). Cuando no existen otros mecanismos en el sistema 
que potencien el uso de la información para generar con-
trapesos con respecto a actores que se benefician de la 
opacidad, pero sin crear externalidades a otros que pue-
den verse afectados por la información difundida, enton-
ces la transparencia no funciona.

Mecanismos que faciliten el acceso a la información pú-
blica de manera expedita, confiable y con capacidad para 
forzar a los sujetos obligados a proporcionar información, 
sistemas administrativos que supervisen la veracidad de 
la información, espacios jurisdiccionales eficientes para la 
persecución y sanción de las acciones ilegales que los da-
tos publicados revelen, estructuras con la suficiente capa-
cidad de coacción para obligar a cumplir las sentencias, 
medios de comunicación profesionales que incrementen 
el valor y aprecio por la información pública, agentes 
ciudadanos que promueven su interés en el marco de la 
competencia política, etcétera, son elementos que deben 
ir al lado de las políticas de transparencia (Balkin, 1998).

No es suficiente con que se haga disponible la informa-
ción si ésta no se puede leer, si no está ubicada en un 
contexto, si no hay estructuras que permitan su verifica-
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bilidad y fiabilidad, si no hay espacios administrativos y 
jurisdiccionales que tengan capacidad de acción cuando 
las reglas de transparencia no se cumplen.

En el caso de México, estos mecanismos están aún por 
construirse. Si bien el Instituto Federal de Acceso a la In-
formación Pública (IFAI) y algunos otros institutos estata-
les han hecho un buen trabajo, los límites legales para 
avanzar en la política de transparencia son aún el principal 
obstáculo. No digamos lo que ocurre en el caso del Insti-
tuto Federal Electoral, como la instancia reguladora de las 
políticas de transparencia de los partidos políticos y los 
límites de la ley electoral en la materia, a pesar de que en 
esos mismos ordenamientos ya se contemplan principios 
básicos para el aseguramiento de la transparencia.

En este contexto, la transparencia no únicamente trans-
forma la relación entre gobierno y ciudadanos, también 
tiene incidencia en la relación entre gobierno y otros ac-
tores, como corporaciones, organizaciones no guberna-
mentales, grupos de poder, sindicatos, etcétera. El pro-
blema es construir un modelo de transparencia donde se 
puedan controlar los efectos de la misma sobre dichas 
relaciones (Rosendorff y Doces, 2006).

Para Dror (2009), por ejemplo, la transparencia y la apertu-
ra son normas pero también instrumentos de las socieda-
des democráticas. Como normas, es difícil que alguien en 
el discurso público se oponga a la necesidad de su exis-
tencia como elementos que regulan el comportamiento 
de los actores y dan certeza sobre el futuro. Son parte del 
sistema de valores que permite a las personas saber qué 
hace el gobierno, y a éste lo obliga a ser abierto sobre sus 
acciones y decisiones (Dror, 2009: 63).

Como instrumentos, permiten al gobierno incrementar su 
eficiencia y eficacia, debido a que se ubica en una po-
sición donde la ciudadanía puede observarlo y criticarlo 
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(Dror, 2009: 64). Sin embargo, en una situación donde el 
escrutinio no tiene límites, los funcionarios públicos pue-
den decidir sacrificar el desempeño por la necesidad de 
no ser criticados, reduciendo la efectividad e incremen-
tando los costos en el largo plazo. 

Como parte de un esquema democrático, la transparencia 
cumple funciones que tienen que ver con la generación 
de contrapesos, la disponibilidad de información para la 
toma de decisiones públicas y privadas, la posibilidad de 
incidir en decisiones públicas, la certeza de que la infor-
mación es verdadera, etcétera. Todos estos aspectos son 
relevantes cuando el régimen se ha consolidado hacien-
do posible una relación abierta, interactiva y mutuamente 
influyente entre gobierno y ciudadanos (Tilly, 2007), sin 
embargo, cuando la democracia es incipiente, y aun en 
aquellos lugares donde no lo es, la transparencia puede 
verse afectada por la capacidad intrínseca de amplios in-
tereses de influir en las decisiones más relevantes del go-
bierno, por encima del mandato ciudadano.
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La necesidad de mayor legitimidad y la existencia de un 
discurso público sobre el buen gobierno, para el que la 
transparencia es fundamental, fueron elementos determi-
nantes para la aprobación de la LFTAIPG, impulsada por 
el llamado grupo Oaxaca en la LIX Legislatura federal, y 
la operación y consolidación del IFAI, que han facilitado 
la obtención de información para los ciudadanos, incluso 
de aquélla que por diversas razones el gobierno no está 
dispuesto a dar. 

Esto creó un efecto dominó que se reflejó en una inusita-
da fiebre por la transparencia que ha generado leyes so-
bre la materia en todas las entidades del país. Muchas de 
esas leyes con alcances muy variados y entendimientos 
diversos sobre la transparencia y su utilidad pública, así 
como experiencias distintas sobre los órganos que la ase-
guran. Paradójicamente Oaxaca fue la última entidad en 
contar con una ley de este tipo, estado cuyos legisladores 
impulsaron la ley federal como una medida de presión 
contra el gobierno del cual eran opositores.

El derecho de las personas a conocer la información pú-
blica complementa otros derechos como el de libre pen-
samiento y el de libre expresión, pues nos permite saber 

Política de transparencia en México
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qué hace el gobierno, cómo lo hace, cuánto cuesta, cómo 
se establecen las metas y si éstas se alcanzan de acuerdo 
con lo prometido (Behn, 2001). Saber esto no es fortuito, 
pues implica la posibilidad de tomar mejores decisiones 
en nuestros diversos ámbitos de acción.

Sin embargo, el discurso sobre la transparencia nos hace 
pensar que los actores políticos y sociales han tomado 
como un hecho que ésta resuelve parte de los proble-
mas asociados con la responsabilidad política y que es 
además un paliativo para la corrupción. Por ello no se ha 
dado una reflexión más profunda sobre los problemas 
conectados a la implementación de políticas de transpa-
rencia deficientes, y los efectos de éstas sobre el proceso 
democrático en el corto y mediano plazo, si no se estable-
cen otras instituciones que hagan efectiva la práctica de la 
transparencia (Merino, 2005).

Como ciudadanos podemos tener toda la información 
disponible sobre un programa de gobierno, pero única-
mente tenemos el voto para utilizarlo como premio o cas-
tigo ante la acción realizada, mecanismo que es limitado 
en su alcance final. Otros mecanismos como la sanción o 
exaltación mediática no están a nuestro alcance, entonces 
¿de qué nos sirve tener la información si no la podemos 
utilizar de manera eficiente?

La transparencia no tiene que ver únicamente con hacer 
disponible la información pública, sino con la utilidad que 
los actores dan a dicha información. Es decir, en todos 
los ámbitos de la vida pública, la información es relevante 
para tomar las mejores decisiones con respecto a nuestros 
objetivos legítimos. La información implica capacidad de 
poder, por lo tanto quien la tiene se ubica en una posición 
de mayor poder con respecto a otros que no la tienen. 
Cuando los ciudadanos tenemos información, tenemos 
poder, siempre y cuando haya también otros mecanismos 
que hagan eficiente ese poder.
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El problema de la relación entre la secrecía y la transpa-
rencia tiene que ver con una “asimetría de información” 
que no permite a los actores tomar decisiones adecua-
das a sus objetivos en contextos específicos, generando 
inequidad en el ámbito público. Cuando los electores 
deben tomar una decisión sobre el candidato por el que 
votarán, y no saben aspectos sobre su comportamiento 
como funcionarios, su vida pública e, incluso, su vida pri-
vada, pues entonces su decisión será defectuosa por es-
tar basada en información incompleta, con respecto a las 
decisiones de aquéllos que sí tengan dicha información. 
Cuando los partidos políticos actúan de manera opaca, 
los ciudadanos pueden dudar sobre su compromiso con 
la transparencia una vez que estén en posiciones de go-
bierno y haya recursos públicos en disputa.

Por lo tanto, la existencia de políticas de transparencia im-
plica una mitigación de la asimetría de información o de 
la desigualdad en la disponibilidad de la información para 
la toma de decisiones en el ámbito público. La conexión 
entre transparencia y otras acciones como inhibición de 
la corrupción, mejor gobierno, control de las decisiones 
políticas por los ciudadanos, etcétera, se da como un me-
canismo indirecto que pasa por la posibilidad de decisio-
nes efectivas. 

Es decir, por sí misma la existencia y disponibilidad de 
datos para el público no es un elemento que detiene 
una práctica corrupta, sino que es la decisión de los ciu-
dadanos derivada de dicha información lo que la inhibe. 
Sin embargo, para que esto se cumpla debe haber un 
elemento que conecte la información disponible con la 
decisión y las consecuencias de ésta, tal factor es real-
mente lo que inhibe o incentiva prácticas específicas 
(Persson et al., 1997).

Puede haber información sobre un caso de corrupción, 
pero si no hay un espacio donde la información realmente 
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genere una decisión, entonces la existencia de una polí-
tica de transparencia no será eficiente. Por ejemplo, sa-
bemos de casos donde han ocurrido prácticas corruptas 
en el manejo de recursos públicos para campañas publi-
citarias masivas con fines distintos a los del gobierno de 
los que todos los ciudadanos estamos enterados, pero 
si esa información no deviene en una decisión, como la 
reelección o no del político que incurrió en dichas prác-
ticas, para aquellos sistemas electorales donde la reelec-
ción inmediata es permitida, entonces la existencia de la 
información no tiene efectos reales y, al contrario, puede 
generar frustración pública por su deficiencia. Esto fun-
ciona incluso para la reelección del partido en el mismo 
cargo, más allá de que en México no existe la reelección 
inmediata para personas que ya ocupan un cargo de elec-
ción popular.

Sin duda, la transparencia es necesaria como una herra-
mienta para varios fines. En términos económicos, reduce 
los costos de transacción entre los actores. En la política 
monetaria impacta los mercados al fortalecer la credibili-
dad y la confianza, en la política fiscal reduce los riesgos 
de las crisis al prevenir efectos de políticas aplicadas, en la 
política regulatoria reduce los riesgos de la acción guber-
namental al hacer públicos los procedimientos, acciones y 
al identificar a los actores que no se comportan de acuer-
do con lo esperado (Adserá et al., 2003).

Es útil para construir confianza, reducir la incertidumbre, 
disminuir el ruido en los mercados políticos y económi-
cos, fortalecer el bienestar social al bajar los costos de 
información para la toma de decisiones, incrementar la 
credibilidad, mejorar los procedimientos de gobierno e 
inducir la rendición de cuentas. Muchos ejemplos pueden 
ser mencionados sobre los efectos de la transparencia en 
las políticas públicas. Pero, ¿cómo puede ser la transpa-
rencia una variable independiente para todas estas varia-
bles dependientes?
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Diferentes significados y objetivos para la transparencia, 
establecidos en los esquemas legales, pueden crear irra-
cionalidades e incrementar los costos de la acción guber-
namental, así como los de los ciudadanos al generarse 
promesas que no pueden ser cumplidas por la transpa-
rencia misma. La secrecía y el control de la información 
son una fuente de autoridad para los servidores públicos. 
Cambiar la cultura y las mentes de los empleados gu-
bernamentales hacia una filosofía de gobierno donde la 
transparencia pueda ser una fuente de autoridad más que 
de control es un tema difícil, pues si no hay otros incen-
tivos que fomenten en los servidores públicos el cambiar 
una fuente de poder por otra, los esfuerzos por la trans-
parencia serán muy altos. ¿Cómo convencer a un policía 
de que el dar toda la información a un ciudadano se cons-
tituye en una fuente de autoridad para él mismo? ¿Cómo 
hacerlo con un partido político?

Normalmente, los políticos no tienen incentivos para 
adoptar prácticas transparentes en todos los niveles por-
que el flujo de información sobre la política y los merca-
dos puede ser limitado deliberadamente por motivos de 
interés. Si los políticos pueden decidir sobre el grado de 
transparencia existente, entonces los ciudadanos no te-
nemos un mecanismo efectivo de control. Cuando no hay 
mecanismos que den utilidad real a la información que 
surge de las políticas de transparencia, entonces pierde 
sentido y utilidad para los ciudadanos, a pesar de la exis-
tencia de otras instituciones democráticas (Villanueva y 
Luna, 2004).

Es cierto que mayor transparencia hace difícil para los go-
bernantes el ignorar los intereses ciudadanos, pero lo es 
hasta el grado en que haya mecanismos que refuercen 
la acción de la transparencia. No es suficiente con forta-
lecer una política de transparencia, sino que debe haber 
otros mecanismos que la refuercen, pues de lo contrario 
la transparencia se convierte en un eslogan.
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Un modelo más amplio en la cobertura de la política de 
transparencia involucra a todos aquéllos que hacen uso 
de recursos públicos, por lo que esa única acción les in-
corporaría como sujetos susceptibles de escrutinio públi-
co. En este contexto los partidos políticos han sido objeto 
de distintas acciones por parte de la autoridad fiscal, y 
administrativa-electoral, para abrir distintos aspectos de 
la información de sus finanzas, procesos de decisión y re-
sultados de éstos.

La transparencia no es un arma contra los partidos políti-
cos, sino es un instrumento que les permite fortalecerse al 
interior y generar mayor legitimidad y simpatía al exterior. 
En primer lugar porque abrir la información que tiene que 
ver con el uso de los recursos públicos que recibe, permi-
te a la organización partidaria demostrar un compromiso 
con los valores democráticos, pero fundamentalmente 
asegurar prácticas honestas en el uso de recursos que, 
de otra manera, podrían generar divisiones y fracturas al 
interior por el uso opaco de los mismos.

Hace también que los partidos políticos construyan y con-
soliden estructuras administrativas, así como mecanismos 
y procedimientos contables, que les den certeza sobre 

Transparencia y partidos políticos
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sus capacidades organizativas. Blinda a los partidos de la 
incorporación de dinero sucio que puede ser usado para 
condicionar a las dirigencias o legisladores a tomar deci-
siones que son contrarias a la ideología o creencias parti-
darias, minando su legitimidad y atracción públicas.

Sin una política de transparencia partidaria, dinero ilícito 
puede fluir a la estructura de manera anónima, generando 
beneficios en el corto plazo, pero dejando la puerta abier-
ta a la posibilidad de ver reducida la confianza pública 
cuando la procedencia sea conocida y los responsables 
señalados. Sin embargo, estos aspectos caen en el espa-
cio de la responsabilidad pública de los partidos políticos 
y son ellos quienes tienen que resolverlos.

En términos de la utilidad pública, en sistemas como el 
mexicano donde los partidos pueden aceptar contribucio-
nes privadas, una política de transparencia permitiría saber 
quiénes aportan, cuánto y cuándo, reduciendo el conflicto 
asociado al dinero y asegurando el cumplimiento de la ley 
en términos del cumplimiento de las prohibiciones, límites 
y gastos en el manejo de dinero, así como de los donantes 
y su capacidad legal para hacer aportaciones.

Uno de los principios de transparencia asociados al buen 
gobierno también aplica para los partidos políticos. En la 
democracia, las políticas de transparencia aseguran que 
entre más abierto sea el gobierno con sus decisiones y fi-
nanzas, mayor legitimidad tendrá con los ciudadanos. En 
el caso de los partidos políticos, entre más comprometidos 
estén con las políticas de transparencia, mayor aceptación 
tendrán por parte de sus simpatizantes y electores.

Sin embargo, esta aceptación por parte de los electores 
no es tácita, pues parte de la confianza que los partidos 
son capaces de generar a partir de acciones sostenidas 
a lo largo del tiempo. El que un partido afirme que es 
transparente no lo hace quedar bien ante el electorado 
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si cuando se le pide despliegue su lista de contribuyen-
tes o los sueldos de sus funcionarios, lo hace con límites 
a la información o falseando los datos para reducir el 
costo político.

Es por ello que la transparencia partidaria sobre los re-
cursos de que disponen es fundamental para asegurar 
no únicamente una rendición de cuentas limitada a sus 
contribuyentes, militantes, simpatizantes y ciudadanos, 
sino también la certeza de que serán más proclives a 
aceptar y asumir una política de transparencia cuando 
estén en el gobierno.

El espacio para la construcción de una política efectiva de 
transparencia en el sistema electoral reside en las leyes 
de la materia. No es en las leyes de transparencia donde 
los partidos deben ser sujetos obligados sino en las elec-
torales, mismas que rigen la forma en que los partidos se 
comportan, se relacionan entre ellos y con otros actores, y 
regulan su vida interna, como ya ocurre en algunas dispo-
siciones del COFIPE.

El problema es que eso no es suficiente si no hay refor-
zamientos en otras leyes que cierren el círculo de obliga-
ción, pues los partidos políticos no son los únicos actores 
que deben ser obligados a abrirse, sino también sus con-
tribuyentes. Esto no es atentar contra los derechos de los 
partidos y los ciudadanos, sino que sirve para asegurar 
el interés del público en el contexto de un régimen de-
mocrático apoyado por valores e instrumentos como la 
apertura y la transparencia públicas.

En el caso de la fiscalización de los partidos políticos que 
la autoridad electoral federal ha realizado desde la instru-
mentación de herramientas para el efecto, el avance ha 
sido importante, pero es aún insuficiente ante las necesi-
dades de transparencia y rendición de cuentas que la po-
lítica mexicana enfrenta. La experiencia de estos años ha 
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llevado a fortalecer la forma en que los partidos políticos 
generan informes y la revisión que la autoridad electoral 
hace de ellos, lo cual enriquece la configuración de una 
cultura de transparencia. Sin embargo, el tema de la ren-
dición de cuentas aún está pendiente, pues las controver-
sias que se han generado sobre el origen de los recursos 
no han impactado en la generación de instrumentos que 
permitan el fortalecimiento de los castigos a quienes uti-
lizan recursos que la ley no contempla.

Esto lleva a una discusión sobre las posibilidades reales 
de la autoridad electoral para aplicar y dar seguimiento 
a las disposiciones legales, a la voluntad para hacerlo, así 
como a la pureza de la ley y los alcances que tiene en ese 
sentido. Más aún cuando la discusión sobre la fiscaliza-
ción de recursos destinados y utilizados para campañas 
electorales o para acciones ordinarias refleja los límites de 
los aspectos más consolidados de revisión que la autori-
dad tiene para el efecto.

Aggis (2009) plantea una discusión relevante sobre los sis-
temas de control directos e indirectos que la autoridad 
electoral tiene sobre los gastos de los partidos políticos 
y en la que resalta dos temas: las personas políticamente 
expuestas y los convenios suscritos con otras autoridades 
para dar seguimiento a los recursos desde su origen hasta 
su gasto.

Ambos son las principales debilidades de la propia auto-
ridad electoral puesto que la designación de una persona 
en la tipología mencionada es objeto de fuerte controver-
sia y expone a la autoridad electoral a ser contradicha en 
su asignación de atributos a personajes que pueden desa-
fiar una valoración de ese tipo. Por otro lado, la necesidad 
de realizar la fiscalización a través de la información que 
otras autoridades proveen ubica un límite importante a los 
alcances y la eficiencia de la fiscalización, así como de las 
posibilidades de los infractores de no ser sancionados. 
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Conclusiones

La transparencia es una herramienta para construir con-
fianza y credibilidad en los gobiernos. Aquellos regíme-
nes recientemente democratizados, como el mexicano, 
necesitan de la transparencia como un mecanismo de 
construcción y consolidación institucional, pero también 
como elemento de credibilidad en las acciones de go-
bierno como base de mejores prácticas al interior. 

Sin embargo, hay límites en la forma en que la transpa-
rencia ha sido entendida en México. Límites a la acción 
pública y al funcionamiento de las instituciones formales 
e informales, así como límites a la efectividad de la demo-
cracia. La transparencia es un requisito de la rendición, 
pero hay todavía muchos elementos que limitan la efec-
tividad de la transparencia para lograr espacios de rendi-
ción de cuentas.

Al observar las leyes sobre transparencia en México, 
tanto locales como federales, vemos que ésta se define 
de varias maneras, lo que es relevante porque depen-
diendo de cómo asumimos el concepto tendremos el 
alcance, las posibles acciones y el impacto del mismo 
en la democracia. Dichas leyes no podían ser más di-
símbolas, pero es explicable, pues son el resultado de 
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los temores y atrevimientos de los grupos locales para 
exponerse en demasía o no.

La transparencia no es una institución suficiente para in-
ducir los objetivos ubicados por las leyes federales y esta-
tales en términos de rendición de cuentas. ¿Cómo puede 
la transparencia ser efectiva si la impunidad es aún un ele-
mento que favorece acciones violatorias de la ley? ¿Cómo 
puede ser la transparencia un elemento que contribuya 
a la calidad democrática cuando los ciudadanos no pue-
den sancionar a sus gobernantes a través de mecanismos 
como la revocación de mandato, la reelección en sus dis-
tintas vertientes, el juicio político o simplemente el casti-
go efectivo a quienes violen la ley?

En el caso de la transparencia en el sistema de partidos 
caben las mismas preocupaciones señaladas anterior-
mente. Si el IFE no cuenta con instrumentos legales y he-
rramientas que le permitan acceder a los datos de los par-
tidos y sus contribuyentes con celeridad y certeza, si no 
hay mecanismos administrativos sancionatorios efectivos 
para quienes no cumplan con las obligaciones, si no hay 
un interés público por la información, entonces cualquier 
política de transparencia fracasará, con consecuencias 
adversas para la calidad democrática en el país.
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